
 

 
30 de abril de 2020 

 
 

MEDIDAS PROCESALES Y ORGANIZATIVAS EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA  
 
 

El pasado 29 de abril se ha pulicado en el BOE el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de 
abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito 
de la Administración de Justicia.  

El real decreto-ley tiene por finalidad esencial procurar una salida ágil a la acumulación 
de los procedimientos suspendidos por la declaración del estado de alarma cuando se 
produzca el levantamiento de la suspensión.  

Asimismo, su objetivo es adoptar medidas en previsión del aumento de litigiosidad que 
se originará como consecuencia de las medidas extraordinarias que se han adoptado y 
de la propia coyuntura económica derivada de la crisis sanitaria.  

Pasamos a describir las medidas adoptadas:  

MEDIDAS DE CARÁCTER PROCESAL  

 
PRIMERA. – Habilitación parcial del mes de agosto a efectos procesales para actuaciones 
urgentes.  

Se declaran hábiles para todas las actuaciones judiciales, que a efectos del artículo 183 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se declaran urgentes, los días 
11 a 31 del mes de agosto del 2020. Se exceptúan de esta previsión los sábados, 
domingos y festivos, salvo para aquellas actuaciones judiciales para las que estos días 
sean ya hábiles conforme a las leyes procesales.  

SEGUNDA. – Cómputo de plazos procesales suspendidos y ampliación del plazo para 
recurrir.  

Los plazos y términos previstos en las leyes procesales quedaron suspendidos como 
consecuencia de la declaración del estado de alarma, con la entrada en vigor del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, salvo los supuestos excepcionados en el mismo real 
decreto.  

Dispuso el Real Decreto 463/2020 que el cómputo de los plazos se reanudará en el 
momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas 
del mismo.  



 

Establece el RDL 16/2020 que los términos y plazos previstos en las leyes procesales 
que hubieran quedado suspendidos por aplicación de lo establecido en la disposición 
adicional segunda del Real Decreto 463/2020, volverán a computarse desde su inicio, 
siendo por tanto el primer día del cómputo el siguiente hábil a aquel en el que deje de 
tener efecto la suspensión del procedimiento correspondiente.  

Los plazos para el anuncio, preparación, formalización e interposición de recursos 
contra sentencias y demás resoluciones que, conforme a las leyes procesales, pongan 
fin al procedimiento y que sean notificadas durante la suspensión de plazos establecida 
en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así como las que sean notificadas dentro 
de los veinte días hábiles siguientes al levantamiento de la suspensión de los plazos 
procesales suspendidos, quedarán ampliados por un plazo igual al previsto para el 
anuncio, preparación, formalización o interposición del recurso en su correspondiente 
ley reguladora.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará a los procedimientos cuyos plazos 
fueron exceptuados de la suspensión de acuerdo con lo establecido en la disposición 
adicional segunda del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.  

TERCERA. – Tramitación preferente de determinados procedimientos.  

Durante el periodo que transcurra desde el levantamiento de la suspensión de los plazos 
procesales declarada por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y hasta el 31 de 
diciembre de 2020, se tramitarán con preferencia los siguientes expedientes y 
procedimientos:  

1.- En el orden jurisdiccional civil, los procesos derivados de la falta de reconocimiento 
por la entidad acreedora de la moratoria legal en las hipotecas de vivienda habitual y 
de inmuebles afectos a la actividad económica, los procesos derivados de cualesquiera 
reclamaciones que pudieran plantear los arrendatarios por falta de aplicación de la 
moratoria prevista legalmente o de la prórroga obligatoria del contrato, así como los 
procedimientos concursales de deudores que sean personas naturales y que no tengan 
la condición de empresarios.  

2.- En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los recursos que se 
interpongan contra los actos y resoluciones de las Administraciones Públicas por los 
que se deniegue la aplicación de ayudas y medidas previstas legalmente para paliar los 
efectos económicos de la crisis sanitaria producida por el COVID-19.  

MEDIDAS CONCURSALES Y SOCIETARIAS  

PRIMERA. – Modificación del convenio concursal.  

Durante el año siguiente a contar desde la declaración del estado de alarma, el 
concursado, podrá presentar propuesta de modificación del convenio que se 



 

encuentre en periodo de cumplimiento. A la solicitud deberá acompañar una relación 
de los créditos concursales que estuvieran pendientes de pago y de aquellos que, 
habiendo sido contraídos durante el periodo de cumplimiento del convenio no hubieran 
sido satisfechos, un plan de viabilidad y un plan de pagos.  

La propuesta de modificación se tramitará con arreglo a las mismas normas 
establecidas para la aprobación del convenio originario, si bien la tramitación será 
escrita, cualquiera que sea el número de acreedores.  

Las mayorías del pasivo exigibles para la aceptación de la propuesta de modificación 
serán las mismas que las exigidas para la aceptación de la propuesta del convenio 
originario, cualquiera que sea el contenido de la modificación.  

En ningún caso la modificación afectará a los créditos devengados o contraídos 
durante el periodo de cumplimiento del convenio originario ni a los acreedores 
privilegiados a los que se hubiera extendido la eficacia del convenio o se hubieran 
adherido a él una vez aprobado, a menos que voten a favor o se adhieran expresamente 
a la propuesta de modificación.  

El juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración del 
incumplimiento del convenio se presenten por los acreedores dentro de los seis meses 
a contar desde la declaración del estado de alarma, pero no las admitirá a trámite hasta 
que transcurran tres meses a contar desde que finalice ese plazo.  

Durante esos tres meses el concursado podrá presentar propuesta de modificación del 
convenio, que se tramitará con prioridad a la solicitud de declaración de 
incumplimiento.  

Las mismas reglas serán de aplicación a los acuerdos extrajudiciales de pago.  

SEGUNDA. – Aplazamiento del deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación.  

Durante el plazo de un año a contar desde la declaración del estado de alarma, el deudor 
no tendrá el deber de solicitar la liquidación de la masa activa cuando conozca la 
imposibilidad de cumplir con los pagos comprometidos o las obligaciones contraídas 
con posterioridad a la aprobación del convenio concursal, siempre que el deudor 
presente una propuesta de modificación del convenio y esta se admita a trámite dentro 
de dicho plazo.  

Durante ese plazo el juez no dictará auto abriendo la fase de liquidación aunque el 
acreedor acredite la existencia de alguno de los hechos que pueden fundamentar la 
declaración de concurso.  

 



 

TERCERA. – Acuerdos de refinanciación.  

Durante el plazo de un año a contar desde la declaración del estado de alarma, el deudor 
que tuviere homologado un acuerdo de refinanciación podrá poner en conocimiento del 
juzgado competente para la declaración de concurso que ha iniciado o pretende iniciar 
negociaciones con acreedores para modificar el acuerdo que tuviera en vigor o para 
alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera transcurrido un año desde la anterior solicitud 
de homologación.  

CUARTA. – Régimen especial de la solicitud de declaración del concurso de acreedores.  

Hasta el 31 de diciembre de 2020 el deudor que se encuentre en estado de insolvencia 
no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, haya o no comunicado al 
juzgado competente para la declaración de este la apertura de negociaciones con los 
acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, un acuerdo extrajudicial de 
pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio.  

Hasta el 31 de diciembre de 2020, los jueces no admitirán a trámite las solicitudes de 
concurso necesario que se hayan presentado desde la declaración del estado de 
alarma. Si antes del 31 de diciembre de 2020 el deudor hubiera presentando solicitud 
de concurso voluntario, se admitirá ésta a trámite con preferencia, aunque fuera de 
fecha posterior a la solicitud de concurso necesario.  

Si antes del 30 de septiembre de 2020 el deudor hubiera comunicado la apertura de 
negociaciones con los acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, un 
acuerdo extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio, 
se estará al régimen general establecido por la ley.  

QUINTA. – Financiaciones y pagos por personas especialmente relacionadas con el 
deudor.  

En los concursos de acreedores que se declaren dentro de los dos años siguientes a la 
declaración del estado de alarma, tendrán la consideración de créditos ordinarios, los 
derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, créditos u otros negocios 
de análoga naturaleza, que desde la declaración del estado de alarma le hubieran sido 
concedidos al deudor por quienes, según la ley, tengan la condición de personas 
especialmente relacionadas con él.  

En los concursos de acreedores que se declaren dentro de los dos años siguientes la 
declaración del estado de alarma, tendrán la consideración de créditos ordinarios, 
aquellos en que se hubieran subrogado quienes según la ley tengan la condición de 
personas especialmente relacionadas con el deudor como consecuencia de los pagos de 
los créditos ordinarios o privilegiados realizados por cuenta de este, a partir de la 
declaración de ese estado.  



 

SEXTA. – Enajenación de la masa activa.  

En los concursos de acreedores que se declaren dentro del año siguiente a la 
declaración del estado de alarma y en los que se encuentren en tramitación a dicha 
fecha, la subasta de bienes y derechos de la masa activa deberá ser extrajudicial, 
incluso aunque el plan de liquidación estableciera otra cosa.  

SÉPTIMA. – Aprobación del plan de liquidación.  

Cuando a la finalización del estado de alarma hubieran transcurrido quince días desde 
que el plan de liquidación hubiera quedado de manifiesto en la oficina del juzgado, el 
Juez deberá dictar auto de inmediato, en el que, según estime conveniente para el 
interés del concurso, aprobará el plan de liquidación, introducirá en él las 
modificaciones que estime necesarias u oportunas o acordará la liquidación conforme a 
las reglas legales supletorias.  

OCTAVA. – Agilización de la tramitación del acuerdo extrajudicial de pagos.  

Durante el año siguiente a la declaración del estado de alarma se considerará que el 
acuerdo extrajudicial de pagos se ha intentado por el deudor sin éxito, si se acreditara 
que se han producido dos faltas de aceptación del mediador concursal para ser 
designado, a los efectos de iniciar concurso consecutivo, comunicándolo al Juzgado.  

NOVENA. – Suspensión de la causa de disolución por pérdidas.  

A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en 
el artículo 363.1 e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, no se tomarán en consideración 
las pérdidas del presente ejercicio 2020.  

Si en el resultado del ejercicio 2021 se apreciaran pérdidas que dejen reducido el 
patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, deberá convocarse 
por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en el plazo de dos meses 
a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la citada Ley, la 
celebración de Junta para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se 
aumente o reduzca el capital en la medida suficiente.  

Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del deber de solicitar la 
declaración de concurso de acuerdo con lo establecido en el real decreto-ley.  

MEDIDAS ORGANIZATIVAS Y TECNOLÓGICAS 

 
PRIMERA. - Celebración de actos procesales mediante presencia telemática.  



 

Durante la vigencia del estado de alarma y hasta tres meses después de su finalización, 
constituido el Juzgado o Tribunal en su sede, los actos de juicio, comparecencias, 
declaraciones y vistas y, en general, todos los actos procesales, se realizarán 
preferentemente mediante presencia telemática, siempre que los Juzgados, Tribunales 
y Fiscalías tengan a su disposición los medios técnicos necesarios para ello.  

SEGUNDA.- Atención al público 

Durante el estado de alarma y hasta tres meses después de su finalización, la atención 
al público en cualquier sede judicial o de la fiscalía se realizará por vía telefónica o a 
través del correo electrónico habilitado a tal efecto, que deberá ser objeto de 
publicación en la página web de la correspondiente Gerencia Territorial del Ministerio 
de Justicia o del órgano que determinen las comunidades autónomas con competencias 
en materia de Justicia; todo ello siempre que sea posible en función de la naturaleza de 
la información requerida.  

Para aquellos casos en los que resulte imprescindible acudir a la sede judicial o de la 
fiscalía, será necesario obtener previamente la correspondiente cita, de conformidad 
con los protocolos que al efecto establezcan las administraciones competentes, que 
deberán prever las particularidades de las comparecencias ante los juzgados en 
funciones de guardia y los juzgados de violencia sobre la mujer.  

Las normas del real decreto-ley se aplicarán a todas las actuaciones procesales que se 
realicen a partir de su entrada en vigor, cualquiera que sea la fecha de iniciación del 
proceso en que aquellas se produzcan.  

No obstante, aquellas normas del real decreto-ley que tengan un plazo determinado de 
duración se sujetarán al mismo.  

El RDL 16/2020 entra en vigor el 30 de abril de 2020.  

 

 

 

 


